BOLETÍN Nº 183-06
INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en la consulta de la Sala del Senado que incide en el proyecto de ley, en segando trámite constitucional, que otorga la calidad ce ministros de fe a los funcionarios que indica.
HONORABLE SENADO:


Vuestra   Comisión   de   Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros acerca de la consulta que formulasteis en relación con la legalidad y constitucionalidad del proyecto de ley de la H. Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, informado por la Comisión de Gobierno de esta Corporación, que otorga la calidad de ministros de fe a determinados funcionarios de la Administración del Estado.
A   la  sesión  que  vuestra  Comisión dedicó a este asunto asistió el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda.
La  Comisión      de      Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento es de opinión que el proyecto que le habéis sometido en consulta no contraviene la Constitución Política de la República ni la legislación chilena.
Sin embargo, la iniciativa incide en una institución, la de la fe pública, que no resulta conveniente afectar en forma circunstancial, por más loables que sean los fines que con ello se persigan.

Si existiera la intención de abordar este aspecto de la legislación, lo que excede el ámbito ce las idees matrices o fundamentales del proyecto en informe, tal propósito debiera cumplimentarse mediante un texto que lo trate en forma orgánica y sistemática.
Dar fe pública es dar certeza y seguridad jurídica a la forma, oportunidad, contenido y suscripción de un instrumento en que constan hechos y actos significativos para la vida civil, social o comercial de una comunidad.

Es  el ejercicio de una potestad soberana del Estado, similar a la jurisdiccional, que corresponde a los jueces. Por ello en todos los ordenamientos jurídicos se comete esta función a ministros de fe, que desempeñan un oficio independiente e inamovible.
Así como el  juez,  en ejercicio de  la soberanía del Estado, da certeza a la norma abstracta, aplicándola a una situación concreta en los casos en que le es sometida una controversia entre partes, el ministro de fe hace lo propio en los negocios en que no existe contienda, en que la concertación de intereses concurrentes es resuelta por los propios titulares, en ejercicio de la autonomía de sus voluntades, concertación que es fijada y autenticada por el representante del Estado.
En la legislación chilena, que  sigue el modelo que ha sido denominado del notariado latino, la facultad de dar fe publica está entregada en forma general a los notarios,  sin más excepción que las constataciones

que la ley expresamente entrega a otros funcionarios, cono es el caso de los secretarios judiciales, dentro de los procesos que se ventilan en su respectivo tribunal o, de un modo más general, dentro del sistema de administración ce justicia, si se treta del mandato para actuar en juicio, y ce los secretarios de las Cámaras y ce las comisiones, en el Congreso Nacional.
Le  institución  del  notariado  en Chile está regulada por un estatuto jurídico contenido en el párrafo 7o del Tirulo XXI del Código Orgánico ce Tribunales, que trata de su organización, de las escrituras públicas, de las protocolizaciones, de las copias, de la fuerza legal o valor probatorio de los documentos y de los libros que deben llevar los notarios.
El notario que  autoriza una  escritura pública responde de la validez del documento: por el lugar de su otorgamiento -pues la competencia ce este oficial es territorial-; por la capacidad de las partes otorgantes -en cuanto depende de la edad, estado civil y salud mental-; porque la manifestación de voluntad se ha hecho conforme a la ley nacional; por el contenido -en cuanto se refiere a la veracidad y exactitud de las expresiones consignadas por los otorgantes-; por el cumplimiento de las solemnidades legales, y por su eficacia, en cuanto depende del pago de ciertos tributos.
El acto de protocolizaron, que  es  otra de las principales funciones del notario, da fecha cierta a los documentos privados, perpetúa su existencia, asegura su custodia e integridad y facilita su consulta.
Atendidas la circunstancias descritas los HH. Senadores señores Sergio Diez Urzúa y Carlos Letelier Bobadilla presentaron una indicación sustitutiva

del proyecto de ley propuesto por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización de esta Corporación que, sin conferir el carácter de ministros de fe a los funcionarios receptores de los documentos requeridos por los Ministerios, Intendencias, Gobernaciones, Municipalidades, Servicios Públicos y empresas del Estado, cumple cabalmente la finalidad que tuvo en vista el Poder Ejecutivo al enviar este mensaje, toca vez que autoriza directamente a estos funcionarios para cotejar y devolver a los interesados los originales de los documentos efectuada que sea esta operación, la que cebe ser sin costo para los interesados.
Vuestra Comisión, por unanimidad, aprobó esta indicación y para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, acordó, también por unanimidad, dejar constancia que la norma legal tiene aplicación para el sólo efecto de recibir beneficios sociales y no para la celebración de contratos con el Estado.
En conformidad con  las  consideraciones expuestas, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de recomendaros que aprobéis el proyecto de ley en informe, sustituyendo su artículo único por el siguiente:
PROYECTO DE LEY:
"Artículo único,- En las actuaciones que se realicen y en las presentaciones que se formulen ante los Ministerios, Intendencias, Gobernaciones, Municipalidades, Servicios Públicos y empresas del Estado, relacionadas con asuntos de la vivienda, salud, educación, previsión social o trabajo, sólo será necesario presentar los originales de los documentos que sean requeridos y dejar fotocopias simples de los mismos. El funcionario receptor las cotejará y luego devolverá los originales a los interesados, entendiéndose 

que ha efectuado tal cotejo por el sólo hecho de estampar en la fotocopia el timbre de recepción, la fecha y su nombre y firma. El cotejo será gratuito.
El     funcionario     que     faltare maliciosamente a sus obligaciones en relación con esta materia incurriré en las penas del artículo 193 del Código Penal.".
Acordado en sesión celebrada con   fecha 18 del "es en curso, con asistencia de los HH. Senadores señora Laura Soto González (Presidente accidental) y señores Sergio Diez Urzúa, Sergio Fernández Fernández, Carlos Letelier Bobadilla y Máximo Pacheco Gómez.
Sala de la Comisión, a 25 de julio de 1991.
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